	Fecha
	25 de enero de 1971
	Sesión número
	4

	Motivo: Amparo

	Recurrente: MANUEL RODRÍGUEZ CARACAS / APODERADO DE EDGARDO SOTO VALERÍN

	Recurrido: COMANDANTE DE PLAZA DE LIBERIA Y EL GOBERNADOR DE LA PROVINCIA DE GUANACASTE

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que la Municipalidad de Liberia incurrió en un absurdo al establecer un juicio de desahucio en su contra, en un caso de accesión inmobiliaria como el que existe entre ellos; el Municipio es dueño del terreno y el recurrente, propietario del edificio construido en él. Que mientras la Municipalidad no le pague el valor de su edificio, existe entre ambos una situación de copropiedad, que excluye toda posibilidad de que ambos condueños puedan desahuciarse mutuamente. Que en virtud de la orden de desalojo en el juicio de desahucio, el Gobernador dio orden de sellar el edificio para impedir que lo ocupe su legítimo dueño. Alega violación del artículo 45 de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que entre la Municipalidad de Liberia y recurrente se celebró un contrato de arrendamiento en el que se convino en que por atraso en el pago de una cuota mensual de alquiler – que en el caso concreto fue una mora de 6 meses - el arrendatario quedaba obligado a desocupar el terreno arrendado, y en caso de no hacerlo voluntariamente, quedaba señalada la vía el desahucio para hacer efectivo el desalojo, por lo que se promovió el respectivo juicio de desahucio, en el que la Alcaldía declaró con lugar la demanda y ordenó el desalojo que se realizó parcialmente.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar el recurso, de conformidad con el inciso c) del artículo 3° de la Ley de Amparo, ya que se procedió a expulsar al recurrente cumpliendo instrucciones del Alcalde de ese cantón, quien las impartió en ejecución de una resolución firme dictada en juicio de desahucio. De admitirse que por pertenecerle al recurrente la construcción éste tiene derecho a seguirla ocupando junto con el terreno del cual fue expulsado, equivaldría a dejar sin efecto la orden judicial de lanzamiento.  Los Magistrados Bejarano, Soto, Blanco y Jugo fundamentan su voto. El Magistrado Quirós fundamenta su voto. El Magistrado Jacobo fundamenta su voto.


N° 4
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del día veinticinco de enero de mil novecientos setenta y uno, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Quirós, Fernández, Calzada, Coto, Retana, Vallejo, Bejarano, Soto, Blanco, Valverde, Sanabria, Trejos, Porter, Jacobo, Jugo y Odio.
Artículo VI
El Licenciado Manuel Rodríguez Caracas, en su carácter de apoderado de Edgardo Soto Valerín, mayor, vecino de Liberia, plantea recurso de amparo contra el Comandante de Plaza de Liberia y el Gobernador de la Provincia de Guanacaste, en escrito fechado el dos de enero en curso y al efecto expone lo siguiente: “1.- Acepto el poder que me confirió el actor en este recurso y señalo para notificaciones en San José mi casa de habitación, 50 varas al oeste de la Nave, casa 750.  

El acta de poder levantada por el señor Juez Penal de Liberia, fue enviada a esa Corte separadamente, por correo certificado, el día 31 de diciembre recién pasado, y pido agregarla al expediente.


2.- FONDO.- Evidentemente, la Municipalidad de Liberia incurrió en un absurdo al establecer un juicio de desahucio contra don Edgardo Soto Valerín en un caso de accesión inmobiliaria como el que existe entre ellos: El Municipio es dueño del terreno y el señor Soto Valerín, propietario del edificio construido en él.

La solución correcta, si es que el Municipio quería sacar de la propiedad común al señor Soto, es la que ofrece el artículo 509 del Código Civil, sea la de “hacer suya la construcción, pagando el valor que haya costado, y si no le conviniere, la propiedad total será común en proporción al valor del terreno antes del edificio o plantación, y al valor de la plantación o edificio.”


En consecuencia, en estricto derecho, mientras la Municipalidad no le pague al señor Soto el valor de su edificio, existe entre ambos una situación de copropiedad: ambos ejercen conjuntamente todos los derechos del propietario singular, en proporción a la parte que cada uno tiene en la propiedad común (Art. 270 del Código Civil).

Esto excluye toda posibilidad de que ambos condueños puedan desahuciarse mutuamente.


Desafortunadamente, el señor Alcalde que conoció de la demanda de desahucio establecida por la Municipalidad, no se detuvo a examinar con el debido detenimiento y, rutinariamente, la declaró con lugar. 


Vino, pues, la etapa final, la ejecución del fallo que resultaba igualmente absurda: la de expulsar al señor Soto del terreno municipal, pero sin expulsarlo de su propio edificio.


El señor Gobernador de Guanacaste – Ejecutivo Municipal de Liberia – fue de parecer que había que deshacer el edificio para entregarle el terreno limpio a la Municipalidad.  Y llegó al efecto con una numerosa cuadrilla de operarios y peones municipales provistos de herramientas para desarmar la construcción, orden que dio en tono terminante y violento delante del suscrito pidiéndome que si quería lo acusara, pues estaba respaldado por una orden judicial.  Al rogarle que me mostrara esa orden se fue a traerla, primero a la Comandancia de Plaza y luego a la Alcaldía.  Allí logré persuadirlo de que no existía orden alguna de deshacer o desarmar el edificio, pero me hizo ver que la Municipalidad se quedaría con esa construcción y no permitiría que volviera a usarla el señor Soto.

Al efecto, luego que el señor Gobernador volvió de la Alcaldía, dijo que no se demolería el edificio, pero dio orden de sellarlo, como en efecto fue sellado y así está actualmente, para impedir que lo ocupe su legítimo dueño don Edgardo Soto Valerín.


Por su parte, el señor Comandante de Plaza y 1° de la Guardia Civil, ordenó arrancar el candado que cerraba la puerta del local y sacar de allí todos los implementos de carnicería, muebles y demás pertenencias del señor Soto, lo que así hizo la policía, para lo cual tuvo que despegar también una de las puertas que cerraban el edificio.  Concluido lo anterior y no quedando ya nada dentro del local, la policía volvió a colocar la puerta despegada y clavó otra vez la armella del candado que había arrancado para abrirse paso.


3.- EL AMPARO SOLICITADO.- Se ha violado efectivamente la garantía del artículo 45 de la Constitución?


Así es en realidad, porque el fallo judicial, de cuya ejecución se trataba, no manda expulsar al señor Soto de ningún local ni edificio.  Ni la misma Municipalidad, en su demanda, pide que sea desalojado de tal edificio.


No dice el fallo que se le quite al señor Soto la posesión y disfrute de su construcción y que ésta sea sellada para que no vuelva a usarla.


No dice el fallo que se entre a viva fuerza al edificio del señor Soto, ni que se arranquen sus candados y puertas para ocuparlo, ni que se desmantele su carnicería, ni se eche de allí a su legítimo propietario con todos sus muebles y pertenencias.


Tanto el señor Comandante de Plaza como el señor Gobernador y Ejecutivo Municipal quebrantaron la garantía constitucional del art. 45 que dice que “LA PROPIEDAD ES INVIOLABLE”.


El primero porque ordenó a sus subalternos penetrar a viva fuerza en un edificio no mencionado siquiera en la orden judicial, ocuparlo manu militare forzando candados y puertas, expulsar de allí a su legítimo dueño con todos sus muebles y enseres, y entregarlo finalmente a la Municipalidad para que disponga de él, privando así de su propiedad al señor Soto, sin que medie expropiación legalmente decretada, ni cosa parecida.

El segundo porque acabó de consumar tan ilegal confiscación y despojo, tomando posesión e incautándose del edificio del señor Soto, y sellándolo con sus propios ellos para que su legítimo propietario no vuelva a ocuparlo.


Se le quitó su propiedad al señor Soto, sí o nó?


Sí, señores Magistrados, sí se le quitó su edificio y se le mantiene privado de él.  Es un claro atentado contra su propiedad.


Se cumplió con esto una orden judicial?  No tal, absolutamente.  La orden judicial manda entregar a la Municipalidad un área de terreno de 14 metros cuadrados, terreno limpio, vacío, sin edificio de su propiedad.


Y lo que se entregó fue un edificio ajeno, del señor Soto, para lo cual se privó a éste de su legítima propiedad.


El amparo procede.  Pido mandar restablecer la garantía violada, devolviendo el edificio a su legítimo propietario señor Soto.”


Pedido el correspondiente informe, el señor Gobernador de la Provincia de Guanacaste lo contestó en estos términos: Que entre la Municipalidad de Liberia y el señor Soto Valerín se celebró un contrato de arrendamiento regido por la ley No. 2428 de 19 de setiembre de 1959; que en dicho contrato se convino en que por atraso en el pago de una cuota mensual de alquiler, el arrendatario quedaba obligado a desocupar el terreno arrendado, y en caso de no hacerlo voluntariamente, quedaba señalada la vía el desahucio para hacer efectivo el desalojo; que el señor Soto Valerín incurrió en mora de seis meses en el pago de alquiler, y por ello la Municipalidad promovió el respectivo juicio de desahucio, que Soto Valerín ni siquiera contestó en tiempo; que por eso la Alcaldía declaró con lugar la demanda y ordenó el desalojo pedido; que Soto apeló de la sentencia, pero el recurso no pudo ser considerado siquiera porque Soto Valerín no había rendido la fianza ordenada; que firme el fallo, se pidió el lanzamiento por medio de la fuerza pública, como lo manda la ley, y el señor Alcalde lo mandó a ejecutar por medio de la Comandancia de Plaza de Liberia; que la Guardia Civil, actuando con notoria timidez, le dio largas al asunto, y practicó el lanzamiento el dos de setiembre último, lo que hizo parcialmente, pues se limitó a remover los utensilios del inquilino, dejando ocupado el terreno con parte de las instalaciones que ésta había construido en ejecución del contrato, y que lógicamente deben ser removidas de raíz en ejecución de la sentencia que acogió la demanda, para que la Municipalidad reciba adecuada reparación de su querella, que en toda la gestión del lanzamiento el exponente ha actuado como Ejecutivo Municipal y no como Gobernador de la Provincia, de modo que no procedió en ejercicio de autoridad alguna sino como personero ejecutivo de la parte actora, y en ese carácter compulsó a las autoridades de policía para que cumplieran su deber de hacer efectivo lo ordenado por la Alcaldía, lo que logró tan sólo parcialmente, y aun está gestionando la remoción de la caseta que permanece indebida e injustificadamente en el terreno de la propiedad.

Por su parte, el Comandante de Plaza de Liberia informa, en nota de cinco de enero, que el veintiuno de diciembre anterior recibió oficio de la Alcaldía del lugar, la cual acompaña; que desde ese mismo día procedió a comunicarle diariamente al señor Soto Valerín la orden emanada por dicha autoridad judicial, y no fue sino hasta el veintinueve del mismo mes que, ante la negativa del señor Soto Valerín, procedió a la ejecución del desahucio.


Esta Corte comisionó a la Sala de turno para que presentara un proyecto de resolución; proyecto que oportunamente fue poligrafiado y distribuido entre los señores Magistrados, y que dice así:


“El Recurso establecido contra el Comandante de Plaza de la ciudad de Liberia es improcedente y debe declararse sin lugar de conformidad con el inciso c) del artículo 3° de la Ley de Amparo, porque esa autoridad procedió a expulsar al recurrente de un inmueble de pertenencia de la Municipalidad de Liberia cumpliendo instrucciones del Alcalde de ese cantón, quien las impartió en ejecución de una resolución firme dictada en juicio de desahucio establecido por la citada Corporación contra el señor Soto Valerín.


El que se establece contra el Gobernador de la Provincia de Guanacaste debe denegarse porque ese funcionario no ha violado en perjuicio del recurrente la garantía que establece el artículo 45 de la Constitución Política.  En efecto, en el juicio de desahucio mencionado la autoridad judicial ordenó desalojar al demandando señor Soto Valerín del inmueble que le tenía arrendado la Municipalidad de Liberia y esa orden la cumplió el Comandante de Plaza en los términos indicados en los artículos 700 y 701 del Código de Procedimientos Civiles, y si bien es verdad que el Gobernador trató de ejecutar algunas medidas como la demolición del edificio que le pertenece al recurrente, posteriormente se abstuvo de llevarlas a la práctica por lo que esa edificación permanece en pie, es cierto, en condiciones de no poder ser usada por el señor Soto debido precisamente a lo dispuesto en el juicio de desahucio.  De admitirse que por pertenecerle al recurrente la construcción éste tiene derecho a seguirla ocupando junto con el terreno del cual fue expulsado, ello equivaldría a dejar sin efecto la orden judicial de lanzamiento.  Si existe como lo expone el recurrente un problema de copropiedad éste debió ventilarse en el juicio de desahucio, o discutirse ahora en otra vía y no en la del Amparo, debiendo advertirse que mientras no se defina la controversia la construcción no puede ser demolida o retirada por la Municipalidad”.

Acto seguido el señor Presidente puso a discusión el proyecto anterior, y luego de un amplio debate en que varios de los señores Magistrados hicieron uso de la palabra, se procedió a recibir la votación, y por unanimidad se acordó desestimar el recurso, acogiendo al efecto las razones del proyecto en estudio, salvo en cuanto al concepto final, donde se hace la advertencia de que “mientras no se defina la controversia la construcción no puede ser demolida o retirada por la Municipalidad.”


Los Magistrados Bejarano, Soto, Blanco y Jugo votaron por aprobar en todas sus partes el proyecto de la Sala de turno, y los demás Magistrados lo hicieron por suprimir el párrafo final antes dicho, fundándose en que dentro del presente recurso no cabe hacer ninguna advertencia de ese género.  Además el Magistrado Quirós votó en el sentido de que también debe suprimirse el concepto que reza: “Si existe como lo expone el recurrente un  problema de copropiedad éste debió ventilarse en el juicio de desahucio, o discutirse ahora en otra vía y no en la del Amparo, debiendo advertirse que mientras no se defina la controversia la construcción no puede ser demolida o retirada por la Municipalidad.”


El Magistrado Jacobo agregó las siguientes razones para justificar su voto:


“El señor Edgardo Soto Valerín, como demandado en el juicio de desahucio, tuvo su propio proceso, donde sin limitaciones gozó incluso de todas las facultades para alegar las pretensiones que ahora tardíamente invoca. Las garantías que ofrece nuestro régimen procesal a las partes contendientes sin excepción, quedarían menguadas, si el cumplimiento de un fallo judicial firme, quedar sujeto posteriormente a cuestiones no alegadas en la oportunidad del respectivo curso del juicio.-


La edificación levantada a costa del recurrente, no fue materia aducida ni menos discutida en el desahucio.  De acuerdo con los artículos 700, 701 y 997 del Código de Procedimientos Civiles, no queda que ejecutar la sentencia contra todo lo que se le opusiere.  El señor Soto Valerín podrá, por aparte en su caso ejercitar el derecho que interese en la forma y vía que corresponda.  Pero ahora no le es dable oponerse al cumplimiento de la sentencia.  Pues no existe disposición legal que le autorice frenar la ejecución de un fallo dentro del cual no se plantearon ni menos discutieron extremos que inopinadamente se reclaman en este recurso de amparo.-


Para los efectos exclusivos del lanzamiento, la ley no establece diferencia en cuanto a otras eventuales situaciones relacionadas con el mismo bien objeto pasivo del desahucio.  El arrendatario, necesaria y obligadamente debe desocupar y entregar la misma cosa en la forma y estado como originaria y precariamente entró en poseerla en virtud del contrato de arrendamiento.”

